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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-530-2008
14 de agosto del 2008
	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector

	
	Sr. Federico Tinoco Carmona, Presidente de la Comisión Permanente Especial de Narcotráfico de la Asamblea Legislativa

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva Secretaría del
Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2571, Artículo 8, del 14 de agosto del 2008. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública,” Expediente Legislativo No. 16198


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 25 de junio del 2008, recibió  Oficio CEN-29-08 de la Comisión Permanente Especial de Narcotráfico de la Asamblea Legislativa, en el que se solicita criterio  respecto  el “Proyecto de Ley de Transparencia y acceso a la información pública”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 16198. 

2. Mediante el oficio SCI-428-2008, de 03 de julio del 2008, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, se  le traslada  el Proyecto de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, para el respectivo dictamen.

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió el oficio SCI-466-2008, con fecha 29 de junio del 2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite las consideraciones de orden legal en relación con el Proyecto de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y recomienda, entre otras: “Apoyar la excitativa de ley, toda vez que la misma es conteste con la normativa legal, así como con las políticas generales y específicas intrainstitucionales…” 
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4. El ITCR apoya toda política de fortalecimiento de las garantías constitucionales, y las agendas que incluyan el mejoramiento del ejercicio de una ciudadanía plena, no obstante, el Proyecto en revisión  no puede apoyarse en todos sus extremos incluyendo la redacción, ya que se le observan sobre todo omisiones, y condiciones de redacción que pueden mejorarse.
Dada la trascendencia  del tema y la orientación mundial a la protección real del derecho a la información, como garantía constitucional del ejercicio de una ciudadanía completa,  capaz de generarse a partir de la verdad y la transparencia de la información que las instituciones del Estado producen y acumulan en el ejercicio cotidiano de sus poderes y funciones, el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITCR) apoya la iniciativa de materializar en una ley esas aspiraciones de ciudadanía, por las que tanto ha luchado la sociedad costarricense, uniéndose a la tendencia mundial de garantizar ese derecho con una normativa clara, elocuente, firme y certera pero que además, no vulnere la autonomía universitaria, que en el caso costarricense es de rango constitucional, debiendo el ITCR, propiciar los mecanismos de debido cumplimiento del derecho constitucional a la información, ya sea adoptando los alcances de esta ley,  o como se hace sugiriendo la debida adecuación a la realidad de autogobierno de las Universidades Públicas, sin que signifique desprecio por la normativa nacional ni mucho menos al sagrado derecho de la información, la verdad y el ejercicio pleno de una ciudadanía participativa.
ACUERDA:

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública,” que se tramita bajo el Expediente  Legislativo No. 16198.

b. Solicitar muy respetuosamente a la Asamblea Legislativa considerar las modificaciones propuestas, al Proyecto supra citado, las cuales se resaltan subrayados en el texto propuesto. 

Sobre la definición:

Es necesario  definir en la ley la naturaleza misma  de esa garantía constitucional, que para este Consejo  Institucional, es de naturaleza social, y no individual, dado que si bien se ejerce generalmente de manera personal su trascendencia es social, y tampoco se considera como un derecho personal absoluto, sino como la garantía social aparejada con la transparencia y verdad que debemos conocer como sociedad  y con esos instrumentos poder ejercer una verdadera ciudadanía participativa. 
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ARTÍCULO 1.-  Finalidad de la ley

La presente Ley, tiene como finalidad promover y garantizar la transparencia de los funcionarios públicos, así como de regular y garantizar  el acceso a la información en poder del Estado, asegurando una participación ciudadana más crítica y activa, sin censura previa más que las excepciones que esta y otras leyes establecen.

ARTÍCULO 2.- Para efectos de la aplicación e interpretación de esta Ley, los siguientes términos, deben entenderse como:
Derecho de libertad a la información.  Aquel que tiene toda  persona de buscar, obtener, solicitar, divulgar,  información veraz, objetiva y oportuna  sobre asuntos en trámites, en curso, en archivos, en expedientes, documentos, registros, decisión administrativa o constancias de cualquier naturaleza en poder de las instituciones incluidas en la presente Ley, incluyendo los órganos  con autogobierno, y que para efectos de las universidades públicas y su autonomía  podrán autodefinir la confidencialidad dentro de la razonabilidad y proporcionalidad constitucional.

Información confidencial.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública que tenga relevancia con respecto a los datos médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima de los particulares, incluyendo sus asuntos familiares, actividades maritales u orientación sexual, su historial penal y policíaca, su correspondencia y conversaciones telefónicas o aquellas mantenidas por cualquier otro medio audiovisual o electrónico, así como la información pertinente a los menores de edad.  Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la información contenida en los registros individuales o expedientes de personal o de recursos humanos de los funcionarios, así como otros que contengan otras leyes incluyendo las que la autonomía universitaria de las universidades públicas, definan para su actividad, previamente y por normativa interna.

Información confidencial.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública que tenga relevancia con respecto a los datos médicos y psicológicos de las personas, la vida íntima de los particulares, incluyendo sus asuntos familiares, actividades maritales u orientación sexual, su historial penal y policíaca, su correspondencia y conversaciones telefónicas o aquellas mantenidas por cualquier otro medio audiovisual o electrónico, así como la información pertinente a los menores de edad.  Para efectos de esta Ley, también se considera como confidencial la información contenida en los registros individuales o expedientes de personal o de recursos humanos de los funcionarios, así como otros que contengan otras leyes incluyendo las que la autonomía universitaria de las universidades públicas, definan para su actividad, previamente y por normativa interna.

Información de acceso restringido.  Todo tipo de información en manos de agentes del Estado o de cualquier institución pública, cuya divulgación haya sido circunscrita únicamente a los funcionarios que la deben conocer en razón de sus atribuciones, de acuerdo con la ley, o de las partes en los procedimientos administrativos o procesos legales o por disposición  previa,  y aquella que las universidades fundamentada en 
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los principios de razonabilidad y proporcionalidad de la autonomía universitaria definan como tal.

Institución.  Toda agencia o dependencia del Estado, incluyendo las pertenecientes a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Ministerio Público, las entidades descentralizadas, autónomas y semiautónomas, los gobiernos locales, y los organismos no gubernamentales que hayan recibido o reciban, controlen o fiscalicen fondos, capital, intereses legítimos o bienes del Estado.

Principio de acceso público.  Derecho que tiene toda persona para solicitar, recibir y divulgar   información veraz, objetiva  y oportuna, en poder de las autoridades gubernamentales y de cualquier institución a la que haga mención esta Ley u otra conexa, en especial tratándose de su información personal.

Transparencia.  Deber de la Administración Pública de exponer, brindar, divulgar  y someter total y objetivamente  al escrutinio de la ciudadanía la información relativa a la gestión pública, al manejo de los recursos que la sociedad le confía, a los criterios que sustentan sus decisiones y a la conducta de los servidores públicos en los términos descritos en esta Ley y la Constitución Pública

ARTÍCULO 3.-    Entidades públicas obligadas

Para lo que corresponde en la presente Ley se entiende por entidades públicas, las establecidas en la Constitución Política de la República de Costa Rica, y las que se encuentren mencionadas como tales, en los artículos que corresponden a los título primero y título segundo de la Ley General de la Administración Pública, Ley N.º 6227, así como corporaciones, fundaciones y organismos no gubernamentales aunque tengan el carácter de privadas y sean encargadas de la provisión o administración de bienes o servicios públicos, o que mantengan convenios, contratos o cualquier forma contractual con instituciones públicas y/u organismos internacionales, siempre y cuando la finalidad de su función sea pública. Sobre las universidades públicas atendiendo a su derecho constitucional de autonomía,  podrán definir la confidencialidad de la información bajo criterios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad sin desmerecer la garantía constitucional a la información.

ARTÍCULO 4.-    El principio de publicidad de la información pública

 Todas las instituciones públicas de la República están sometidas al principio de publicidad de sus actividades y disposiciones, por lo tanto toda la información que posean se presume pública, salvo las excepciones previstas por normas constitucionales como legales.

 a) Los funcionarios públicos son responsables de brindarla de acuerdo con el área de su competencia, para lo cual deberá preverse la infraestructura, organización, sistematización y publicación de la información pertinente a que se refiere esta Ley.
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b) El Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizar y promover la transparencia en el accionar de las entidades de la Administración Pública.

c)  El Estado esta obligado a entregar  en el plazo constitucional o por su naturaleza en un plazo razonable, la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad, para lo cual cada entidad pública designará los funcionarios responsables de entregar la información solicitada, así como los sistemas necesarios para brindarla.

ARTÍCULO 5.-   Objetivos de la ley
a) Cumplir lo que dispone la Constitución Política de la República en cuanto al derecho ciudadano y garantía social  del libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.

b)  Acatar lo dispuesto por las convenciones internacionales que sobre la materia ha suscrito legalmente nuestro país.

c)  Promover lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos.

d)  Ampliar la democracia política y el ejercicio de una ciudadanía plena, permitiendo la fiscalización de la Administración Pública y de los recursos públicos por los ciudadanos.

e)  Transparentar la gestión pública mediante la difusión de su información, a la vez motivando la rendición de cuentas a los ciudadanos.

f)    Mejorar la organización, clasificación y manejo de los documentos públicos.

g)  Facilitar participación efectiva ciudadana creando los mecanismos que garanticen el fiel cumplimiento de esta ley y la Constitución Política.

ARTÍCULO 6.-Toda persona tiene derecho a solicitar, obtener y divulgar, con la debida justificación, la información de acceso público en poder o en conocimiento de las instituciones indicadas en la presente Ley.

Las empresas privadas que suministren servicios públicos con carácter de exclusividad, están obligadas a proporcionar la información que les sea solicitada por los usuarios del servicio, respecto a este.

ARTÍCULO 7.-Toda persona tiene derecho a obtener y divulgar  su información personal contenida en archivos, registros o expedientes que mantengan las instituciones del Estado, y a solicitar sea corregida o eliminada información que sea incorrecta, irrelevante, incompleta o desfasada, por medio de los mecanismos pertinentes.

ARTÍCULO 8.- El acceso público a la información será gratuito en tanto no se requiera la reproducción de esta.  Los costos de reproducción de la información estarán a cargo del solicitante.  En todo caso, las tarifas cobradas por la institución 
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deberán incluir únicamente los costos de reproducción, para lo cual si el solicitante, suministrara los implementos necesarios para su reproducción, la administración, no debe de cobrar costo alguno.

 La información será suministrada en copia simple, o en su reproducción digital, sonora, fotográfica, cinematográfica o videográfica, según se peticione y sea técnicamente factible.

Para los efectos de prestar el servicio de acceso por medio de Internet, las instituciones deberán prever una oficina de consulta que tenga los medios electrónicos indispensables para ofrecer un servicio de acceso de calidad.  Esto se podrá lograr también por medio de órganos encargados de suministrar la  información, cuando por su presupuesto no pueda existir un departamento exclusivo para tal fin.

 ARTÍCULO 9.-  La petición se hará por escrito, pudiendo hacerse a mano,  en papel simple que deberá suministrarle la institución solicitada en caso necesario, personalmente o por medio de apoderado, el uso del correo electrónico será procedente, cuando la institución correspondiente disponga del mismo mecanismo para responderlo, detallando en la medida de lo posible la información que se requiere.  Cuando se solicite información personal, la misma debe ser solicitada personalmente, acreditándose el derecho que se tiene a la misma.

 ARTÍCULO 10.-  Las solicitudes, cuando no corresponden a datos personales, deberán contener lo siguiente:

1. Nombre del solicitante.

2. Número de cédula de identidad.

3. Dirección residencial o de su oficina.

4. Número telefónico donde puede ser localizado.

5. Medio por el cual se desea que sea enviada la información, en el entendido, que puede ser vía electrónica, fax o recogida la misma en la dependencias de la institución informante.

6. La justificación del requerimiento de la información, que bastará el mero interés de informarse.

7. Tratándose de personas jurídicas, deberán detallarse los datos de inscripción y los datos personales de su representante legal.

ARTÍCULO 11.- El funcionario receptor tendrá diez días hábiles a partir de la fecha de la presentación de la solicitud, para contestarla por escrito, y, en caso de que esta no posea el o los documentos o registros solicitados, así lo informará.  Si el funcionario tiene conocimiento que otra institución tiene o pueda tener en su poder dichos documentos o documentos similares, estará obligado a indicárselo al solicitante.  De tratarse de una solicitud compleja o extensa, el funcionario informará 
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por escrito, antes de los diez días hábiles señalados, la necesidad de extender y por cuánto  el término para recopilar y entregar  la información solicitada.

 Se deberá prever un mecanismo claro y simple de constancia de la entrega efectiva de la información al solicitante, que puede hacerse también por medio de correo electrónico cuando se disponga de tal facilidad y, en todo caso, cuando la solicitud hubiere sido presentada por esa vía.

En caso de que la información solicitada por la persona ya esté disponible al público en medios impresos tales como libros, compendios, trípticos, archivos públicos de la administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información previamente publicada.

ARTÍCULO 12.- Las instituciones del Estado están obligadas a brindar, a cualquier persona mayor o menor de edad  que lo requiera, información sobre el funcionamiento y las actividades que desarrollan, exceptuando únicamente las informaciones de carácter confidencial.

ARTÍCULO 22.-   Promoción del derecho de acceso a la información

 Todas las entidades que conforman el Sector Público y demás entes señalados en la presente Ley, deben implementar programas de difusión y capacitación dirigidos tanto a los servidores públicos como a la sociedad civil con el objetivo de una mayor y mejor participación ciudadana en la vida del Estado.

De igual forma las instituciones deben desarrollar programas de actividades de conocimiento, difusión y promoción del derecho a la información pública de todos los costarricenses. Las Universidades Públicas atendiendo su derecho constitucional de autonomía, deberán difundir, generar, propiciar y aplicar todos sus mecanismos internos  para garantizarle a la ciudadanía el  derecho constitucional de acceso a la información.

ARTÍCULO 23.-  El derecho de acceso a la información pública no podrá ser ejercido cuando:

1. La información expresamente se encuentre clasificada como secreto de Estado, por una ley.

2. Se comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional.

3. Materias cuyo conocimiento público pueden afectar los intereses del país en negociaciones o tratos internacionales.

4. La que pueda poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona, o causar serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos.

5. La que por disposición expresa de una ley sea considerada confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental confidencial.
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6. Se trate expedientes judiciales o de procedimientos administrativos que no hayan finalizado.  De la misma forma las investigaciones preliminares que por denuncia o por acto oficioso de la administración se realicen.

7. Los procedimientos de responsabilidad de los servidores públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa o la jurisdiccional definitiva.

8. La información que tiene por finalidad prevenir y reprimir la criminalidad en el país y cuya revelación puede entorpecerla.

9. La información referida a los datos personales cuya publicidad constituya una invasión de la intimidad personal y familiar.

10. La información protegida por el secreto bancario.

11. La que así se determine por las Universidades Públicas en ejercicio de su autonomía constitucional.  

ARTÍCULO 25.-  Las instituciones del Estado en el ámbito nacional y local, tendrán la obligación de permitir la participación de los ciudadanos en todos los actos de la Administración Pública que puedan afectar los intereses y derechos de grupos de ciudadanos, mediante las modalidades de participación ciudadana que al efecto establece la presente Ley velando siempre por el cumplimiento del principio de eficacia en el servicio público, con las excepciones que la autonomía universitaria, de las universidades públicas  implica.   Estos actos son, entre otros, los relativos a construcción de infraestructuras, tasas de valorización, zonificación y fijación de tarifas y tasas por servicios.

ARTÍCULO 26.- Sin perjuicio de las contempladas en otras leyes, se establece como modalidades de participación ciudadana en los actos de la Administración Pública, las siguientes:

1. Consulta Pública.  Consiste en el acto mediante el cual la entidad estatal pone a disposición del público en general, información base sobre un tema específico y solicita opiniones, propuestas o sugerencias de los ciudadanos y/o de organizaciones estatales.

2. Audiencia pública.  Similar a la consulta pública, excepto que el acto de recibir sugerencias, opiniones o propuestas se realiza en forma personal ante la autoridad que corresponda, de acuerdo con el tema de que se trate.

3. Foros o talleres.  Reunión selectiva o pública de actores relevantes o afectados junto con la autoridad competente, que permita el conocimiento profundo sobre un tema o sirva de mecanismo de obtención de consenso o resolución de conflictos.

4. Participación directa en instancias institucionales.  Actuación de ciudadanos o representantes de organizaciones sociales en las instituciones públicas de consulta o toma de decisiones específicas.

5. Otras formas establecidas por la ley.
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Los entes obligados por la presenta Ley, con las salvedad que el autogobiernos de las universidades públicas significa,  deben de publicitar antes de la celebración de cualesquiera de los actos administrativos sujetos a participación ciudadana, el tipo de consulta a realizar, la cual debe de publicarse por los medios que aseguren una correcta participación de la ciudadanía, con el tiempo necesario para asegurar la afluencia. 

ARTÍCULO 27.-  Dentro de un plazo no mayor de seis meses, contado a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, toda agencia o dependencia del Estado, incluyendo las pertenecientes a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, las entidades descentralizadas, autónomas y semiautónomas, los gobiernos locales, de no tenerlos, establecerán y ordenarán la publicación en el Diario Oficial, sus respectivos Códigos de Ética para el correcto ejercicio de la función pública, se exceptúa de la obligación a las Universidades Públicas, quienes dentro de su autonomía universitaria deberán determinar los mecanismos de control y cumplimiento del mandato constitucional de derecho a la información.

El código de ética deberá incluir al menos  los siguientes aspectos:

Ámbito de Aplicación

Principios Generales

Principios Particulares

Prohibiciones

Impedimentos por incompatibilidad de funciones

Sanciones

Disposiciones Finales

c. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
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